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La Mesa de la Cámara, en su reunión del día de hoy, 
ha adoptado el acuerdo que se indica respecto del asun-
to de referencia.

(121)  Proyecto de Ley.

121/000015

Autor: � Gobierno.

Proyecto de Ley de modificación de la normativa tribu-
taria y presupuestaria y de adecuación de la normativa 
financiera para la intensificación de las actuaciones en 
la prevención y lucha contra el fraude.

Acuerdo:

Encomendar su aprobación con competencia legislativa 
plena y por el procedimiento de urgencia, conforme a los 
artículos 148 y 93 del Reglamento, a la Comisión de 
Hacienda y Administraciones Públicas. Asimismo, publi-
car en el Boletín Oficial de las Cortes Generales, estable-
ciendo plazo de enmiendas, por un período de ocho días 
hábiles, que finaliza el día 10 de septiembre de 2012.

En ejecución de dicho acuerdo se ordena la publica-
ción de conformidad con el artículo 97 del Reglamento 
de la Cámara.

Palacio del Congreso de los Diputados, 10 de julio 
de 2012.—P. D. El Secretario General del Congreso de 
los Diputados, Manuel Alba Navarro.

PROYECTO DE LEY DE MODIFICACIÓN DE LA 
NORMATIVA TRIBUTARIA Y PRESUPUESTARIA 
Y DE ADECUACIÓN DE LA NORMATIVA FINAN-
CIERA PARA LA INTENSIFICACIÓN DE LAS 
ACTUACIONES EN LA PREVENCIÓN Y LUCHA 

CONTRA EL FRAUDE

Exposición de motivos

I

Esta Ley contiene una serie de medidas dirigidas a 
la prevención y lucha contra el fraude fiscal. La reali-
dad social y económica en un escenario de crisis y de 
austeridad presupuestaria hace del fraude fiscal hoy, si 
cabe, una figura más reprochable que nunca. A su vez, 
la evolución de los comportamientos fraudulentos y la 
experiencia acumulada en la aplicación de la normativa 
tributaria, tras la entrada en vigor de la Ley 58/2003, 
de 17 de diciembre, General Tributaria, permiten una 
reforma con perspectiva suficiente como para colocar 
a nuestro sistema legal a la vanguardia de la lucha con-
tra el fraude. 

Tales objetivos se persiguen con una batería de 
medidas novedosas diseñadas para impactar directa-
mente en nichos de fraude detectados como origen de 
importantes detracciones de ingresos públicos, pero 
también con otras medidas que tienden a perfeccionar 
las normas que garantizan el crédito tributario con el fin 
de actualizarlas o de aclarar su correcta interpretación 
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con la finalidad de incrementar la seguridad jurídica de 
nuestro sistema tributario y evitar litigios innecesarios. 
Un sistema más coherente técnicamente y más predeci-
ble contribuye a lograr una mayor eficacia y una menor 
litigiosidad, lo que, a su vez, permite liberar recursos 
para alcanzar un mayor control de las potenciales 
defraudaciones.

Por último, merece destacarse una serie de medidas 
que se incorporan al ordenamiento de forma novedosa 
y con una clara vocación en la lucha contra el fraude, 
entre ellas la posibilidad de adopción de medidas caute-
lares vinculadas a supuestos de presuntos delitos contra 
la Hacienda pública, así como la investigación patrimo-
nial a las mismas asociada, la limitación de pagos en 
efectivo o el establecimiento de nuevas obligaciones de 
información sobre bienes y derechos situados en el 
extranjero.

II

La actuación en fraude de la Hacienda pública con-
sistente en repartir el patrimonio existente, una vez 
nacida la deuda, a los socios a través de operaciones de 
preliquidación, para dejar paso a una liquidación for-
mal con una cuota insignificante, cuando no inexisten-
te, hace aconsejable incrementar a estos efectos el valor 
de la cuota de liquidación del socio sucesor en la deuda 
tributaria que opera como límite de su responsabilidad. 
A tal fin se regula expresamente el alcance del límite de 
la responsabilidad de dicho socio en la deuda tributaria 
de las personas jurídicas o entidades disueltas o liqui-
dadas que limitan la responsabilidad patrimonial de los 
socios, tanto en la sucesión de la deuda tributaria como 
de las sanciones, en su caso. 

Asimismo, procede modificar el sistema de suce-
sión de las entidades con personalidad jurídica, para 
dar cobertura jurídica en la ley a la sucesión de entida-
des jurídico-públicas, en las que también se produce la 
subrogación mercantil tradicional. Con ese propósito, 
se incluyen de forma explícita como susceptibles de 
sucesión tributaria toda clase de sociedades y entidades 
con personalidad jurídica que tuvieran la condición de  
sucesoras y beneficiarias.

Por otra parte, la reforma pretende aclarar las impli-
caciones derivadas de la naturaleza jurídica del respon-
sable tributario, que no debe ser identificado con un 
sujeto infractor, sino como obligado tributario en senti-
do estricto, aun cuando responda también de las sancio-
nes tributarias impuestas a dicho sujeto infractor. Entre 
las modificaciones que pretender significar tal situa-
ción jurídica,  dentro del régimen jurídico sancionador 
se establece un sistema de reducción de las sanciones a 
imponer por conformidad y pronto pago. En relación 
con la reducción de conformidad, en caso de concu-
rrencia de una situación de responsabilidad respecto de 
la sanción, se modifica la norma para ofrecer la posibi-
lidad al responsable de que pueda dar su conformidad 
con la parte de deuda derivada procedente de una san-

ción en sede del deudor principal y beneficiarse de la 
reducción legal por conformidad. Asimismo, se recono-
ce al responsable la eventual reducción por pronto pago 
de su propia deuda. 

Se introduce un nuevo supuesto de responsabilidad 
subsidiaria, destinado a facilitar la acción de cobro con-
tra los administradores de aquellas empresas que caren-
tes de patrimonio, pero con actividad económica regu-
lar, realizan una actividad recurrente y sistemática de 
presentación de autoliquidaciones formalmente pero 
sin ingreso por determinados conceptos tributarios con 
ánimo defraudatorio.

Se elimina la posibilidad de aplazamientos o frac-
cionamientos de los créditos contra la masa en las 
situaciones de concurso para evitar la postergación arti-
ficiosa del crédito público como consecuencia de la 
simple solicitud de aplazamiento o fraccionamiento.

Se  mejora la redacción de la norma en la determina-
ción del dies a quo del inicio del cómputo de los plazos 
de prescripción en aquellos supuestos de responsabili-
dad solidaria en que el hecho habilitante para apreciar 
la misma concurra con posterioridad al día siguiente a 
la finalización del periodo voluntario del deudor princi-
pal. 

Además, se clarifica el régimen jurídico que regula 
la interrupción del cómputo del plazo de prescripción 
del derecho de la Administración a determinar la deuda 
tributaria mediante la oportuna liquidación respecto de 
determinadas obligaciones tributarias cuando la acción 
de la Administración se dirija originariamente respecto 
de otra obligación tributaria distinta como consecuen-
cia de la presentación de una declaración incorrecta por 
parte del obligado tributario.

Por otro lado, se modifica el momento en que se rei-
nicia el plazo de prescripción interrumpido por la 
declaración de concurso para que coincida con el 
momento en que la Administración recupera sus facul-
tades de autotutela ejecutiva, introduciendo una mejora 
estrictamente técnica para dotar de seguridad jurídica a 
las relaciones de la Hacienda pública con los deudores 
concursados.

Asimismo, se aclaran los efectos de la suspensión 
del cómputo del plazo de prescripción por litigio, con-
curso y otras causas legales, explicitando que los efec-
tos de dicha suspensión se extienden a todos los obliga-
dos tributarios.

Respecto a las medidas cautelares, se modifica el 
precepto para permitir su adopción en cualquier 
momento del procedimiento cuando se estime, en su 
caso, la concurrencia de los presupuestos establecidos 
en el propio precepto.

Por otra parte, y dado que la práctica y el análisis de 
los resultados ponen de manifiesto que es preciso adop-
tar medidas que permitan facilitar al Juez el ejercicio de 
su función jurisdiccional, permitiéndole tomar decisio-
nes en el ámbito de las medidas cautelares sobre la base 
de un trabajo previo de investigación acompañado de 
una valoración de los órganos de la Agencia Tributaria 
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de por qué se dan las circunstancias que, a su juicio, 
determinan la conveniencia de adoptar una medida cau-
telar, se modifica la norma en tal sentido, con la finali-
dad de avanzar en la lucha contra el fraude más agrava-
do, planteando, en primer lugar, la modificación de las 
medidas cautelares en expedientes por delito fiscal, 
considerando su carácter de medidas excepcionales y 
provisionales que sólo pretenden someter de forma lo 
más inmediata posible a la decisión jurisdiccional el 
bloqueo de un patrimonio cuya disponibilidad, a resul-
tas del proceso penal, resulta cuestionada en virtud de 
los hechos acreditados que permiten la adopción de la 
medida cautelar administrativa, debiendo resaltarse que 
la posibilidad de adoptar medidas cautelares también se 
extiende a otros supuestos en los que la investigación 
judicial no tenga su origen en actuaciones de compro-
bación e investigación desarrollados por la Administra-
ción Tributaria. La modificación se complementa, para 
dotar de mayor seguridad jurídica a la actuación de la 
Hacienda pública, con un mandato legal a la Agencia 
Tributaria para la investigación patrimonial de los suje-
tos afectados o relacionados con un proceso por delito 
contra la Hacienda pública. 

Además, para combatir determinadas conductas 
fraudulentas en sede recaudatoria consistentes en la 
despatrimonialización de una sociedad, se establece la 
prohibición de disposición de los bienes inmuebles de 
sociedades cuyas acciones o participaciones hubiesen 
sido objeto de embargo y se ejerciese por el titular de 
las mismas, deudor de la Hacienda Pública, el control 
efectivo de la mercantil en cuestión.

Se modifica el régimen jurídico del embargo de los 
bienes y derechos en entidades de crédito y depósito 
para incrementar la efectividad y seguridad jurídica de 
los mismos. A estos efectos, la extensión del embargo a 
otros bienes o derechos no identificados en la diligen-
cia de embargo podrá extenderse al resto de bienes y 
derechos obrantes en la persona o entidad y no solo de 
la oficina o sucursal a la que se remitió el embargo. En 
concordancia con ello, por limitaciones de jurisdicción 
territorial de la Administración tributaria actuante,  se 
establece dicho ámbito como límite de la extensión. 

Cuando un obligado tributario incumple con la obli-
gación de presentación telemática dificulta notable-
mente a la Administración el tratamiento de la informa-
ción y la generación, en su caso, de las correspondientes 
deudas. Sin embargo, no está tipificado supuesto espe-
cífico alguno de infracción tributaria que penalice su 
comportamiento frente al contribuyente que se atiene a 
tal obligación. Por ello, se considera necesario crear un 
nuevo tipo de infracción tributaria relativo a la presen-
tación de autoliquidaciones o declaraciones informati-
vas sin atenerse a las obligaciones de presentación tele-
mática, que llevará aparejada sanciones fijas en el 
supuesto de autoliquidaciones y sanciones variables en 
función del número de datos en el supuesto de declara-
ciones informativas.

A la vista de la experiencia acumulada en relación 
con la aplicación de la infracción por resistencia, obs-
trucción, excusa o negativa a las actuaciones de la 
Administración tributaria, se considera oportuna su 
modificación para evitar diversos problemas detectados 
así como mejorar su efecto disuasorio e impedir que 
estos defectos permitan dilatar los procedimientos.

Para favorecer la operatividad de las sanciones no 
pecuniarias, se modifica el plazo para iniciar los proce-
dimientos sancionadores para la imposición de estas 
sanciones. Así, se pasan a contar los tres meses desde 
que se hubiese notificado o se entendiese notificado el 
acto de imposición de sanción pecuniaria con la que 
está ligada la eventual imposición de la sanción no 
pecuniaria. 

Se clarifica el sistema de suspensión y devengo de 
intereses de demora en el caso de recurso o reclama-
ción contra los acuerdos de derivación de responsabili-
dad. Así, con carácter general, si la sanción es recurrida 
tanto por el deudor principal como por el responsable la 
ejecución de la sanción será suspendida y dejarán de 
devengarse intereses de demora por el periodo de tiem-
po transcurrido hasta la finalización del periodo volun-
tario abierto por la notificación de la resolución que 
ponga fin a la vía administrativa.  Sin embargo, en los 
supuestos de responsabilidad solidaria del artículo 42.2 
de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tribu-
taria, no se aplicarán las citadas medidas de suspensión 
de ejecución y no devengo de intereses, habida cuenta 
del presupuesto de derecho de dicha responsabilidad.

Se modifica el importe de la garantía que es necesa-
rio depositar para la suspensión de la ejecución del acto 
impugnado a través del recurso de reposición o de la 
reclamación económico-administrativa, a fin de que el 
importe de la misma cubra todos los recargos que 
pudieran ser exigibles en el momento de ejecución de 
la garantía del crédito público.

La globalización de la actividad económica en gene-
ral, y la financiera en particular, así como la libertad en 
la circulación de capitales, junto con la reproducción de 
conductas fraudulentas que aprovechan dichas circuns-
tancias, hacen aconsejable el establecimiento de una 
obligación específica de información en materia de bie-
nes y derechos situados en el extranjero.  De esta forma, 
a través de una disposición adicional que se incorpora a 
la Ley General Tributaria, se establece dicha obligación 
de información, así como la habilitación reglamentaria 
para su desarrollo. La obligación se completa con el 
establecimiento en dicha disposición del régimen san-
cionador en caso de incumplimiento de la obligación.

Por otra parte, a fin de conseguir una mejor protec-
ción del crédito público, con independencia de su 
carácter tributario o de otra índole, se extiende la res-
ponsabilidad solidaria del artículo 42.2 de la Ley 
58/2003, de diciembre, General Tributaria, a la genera-
lidad de los créditos públicos mediante la consiguiente 
modificación de la Ley 47/2003, de 26 de noviembre, 
General Presupuestaria.
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III

En conexión con lo apuntado más arriba en relación 
con la globalización de la actividad económica y la 
necesidad de obtener información sobre bienes y dere-
chos situados en el extranjero, y como complemento 
necesario de la misma, se introduce una modificación 
de las normas del Impuesto sobre la Renta de las Perso-
nas Físicas y del Impuesto sobre Sociedades, para regu-
lar la incidencia que en el ámbito de las ganancias de 
patrimonio no justificadas y de la presunción de obten-
ción de rentas, respectivamente, pueda tener la no pre-
sentación en plazo de tal obligación de información, 
introduciéndose, además, un agravamiento de las san-
ciones por falta de ingreso de deudas tributarias en esos 
mismos supuestos.

Adicionalmente, se establecen nuevos supuestos de 
exclusión del método de estimación objetiva en el 
Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas, en 
cuya virtud quedarán excluidos de dicho método, y, por 
tanto, también del régimen especial simplificado del 
Impuesto sobre el Valor Añadido, los contribuyentes 
que realicen determinadas actividades y el volumen de 
los rendimientos íntegros del año inmediato anterior 
correspondiente a las mismas procedentes de obligados 
a practicar retención o ingreso a cuenta supere una 
determinada cuantía.

IV

La experiencia de las campañas del Impuesto sobre 
la Renta de las Personas Físicas con el servicio de 
borrador de declaración y la satisfactoria acogida del 
servicio de obtención por Internet a través de un SMS, 
hace aconsejable modificar la normativa reguladora de 
aquel para actualizar el perfil del contribuyente destina-
tario del borrador de la declaración.

En concreto, se deslegaliza la delimitación del perfil 
de borrador, de modo que la Orden ministerial anual de 
dicha campaña pueda ir adaptando aquel a las modifi-
caciones normativas, de gestión del servicio, etc., posi-
bilitando un mayor grado de flexibilidad que permita 
extender progresivamente este servicio a un mayor 
número de contribuyentes sin necesidad de proceder 
para ello a continuas modificaciones de la norma legal 
reguladora del Impuesto.

V

En lo que respecta al Impuesto sobre el Valor Añadi-
do se incorpora una serie de modificaciones en la Ley 
del Impuesto con el fin de evitar comportamientos frau-
dulentos, en especial en las operaciones de entregas de 
inmuebles y en situaciones en las que se ha producido 
una declaración de concurso. 

En primer lugar, se establecen dos nuevos supuestos 
de inversión del sujeto pasivo en los citados casos de 
entregas de inmuebles. Por una parte, cuando se renun-

cie a la exención, y, en segundo término, cuando la 
entrega de los bienes inmuebles se produzca en ejecu-
ción de la garantía constituida sobre los mismos, 
supuesto que se extiende expresamente a las operacio-
nes de dación del inmueble en pago y cuando el adqui-
rente asume la obligación de extinguir la deuda garanti-
zada. Estos supuestos de inversión del sujeto pasivo se 
ajustan a lo establecido en la Directiva 2006/112/CE 
del Consejo, de 28 de noviembre de 2006, relativa al 
sistema común del impuesto sobre el valor añadido. 
Con ello se pretende evitar el perjuicio que se produce 
a la Hacienda pública cuando el IVA no se ingresa en el 
Tesoro y, a continuación, se solicita el aplazamiento o 
se declara el concurso de la entidad transmitente. El 
daño a la Hacienda pública es doble, pues el IVA no 
ingresado es deducido por el adquirente. Con el meca-
nismo de la inversión del sujeto pasivo se garantiza el 
ingreso del IVA en la Hacienda pública.

En segundo término, la situación de concurso del 
obligado tributario requiere de un tratamiento particu-
lar en el Impuesto con la finalidad de facilitar su ges-
tión e impedir que se altere la neutralidad en perjuicio 
de la Hacienda pública. 

En los supuestos en los que el auto de declaración 
de concurso se dicta a lo largo del periodo de liquida-
ción del Impuesto es necesario diferenciar si los crédi-
tos son concursales o contra la masa, ya que, de acuer-
do con la jurisprudencia del Tribunal Supremo, deben 
calificarse como concursales los créditos de IVA por 
hechos imponibles anteriores a la declaración de con-
curso. 

Como en la regulación actual la declaración-liqui-
dación  es única, se establece, con objeto de determinar 
el crédito que tendrá carácter concursal, la obligación 
de presentar dos declaraciones-liquidaciones, una por 
los hechos imponibles anteriores a la declaración de 
concurso y otra por los posteriores, en los términos que 
se desarrollen reglamentariamente. En la primera de 
esas declaraciones el concursado estará obligado a apli-
car la totalidad de los saldos a compensar correspon-
dientes a periodos de liquidación anteriores a la decla-
ración de concurso.

Las medidas adoptadas tienen como fin garantizar la 
neutralidad del Impuesto, lo cual, tiene como efecto, 
que la Administración no se vea perjudicada en rela-
ción con la percepción del Impuesto sobre el Valor 
Añadido como consecuencia del concurso, de ahí que 
se limite el derecho de deducción que deberá ejercitar-
se, cuando se hubieran soportado las cuotas con ante-
rioridad al auto de declaración de concurso, en la decla-
ración-liquidación correspondiente al período en que 
dichas cuotas fueron soportadas.

De igual manera, para adecuar la gestión del impues-
to a la doctrina jurisprudencial, la rectificación de 
deducciones como consecuencia de la declaración de 
concurso deberá realizarse en la declaración-liquida-
ción correspondiente al periodo en que se ejerció la 
deducción. 
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Se introduce un nuevo supuesto de rectificación de 
cuotas repercutidas para los casos en los que la opera-
ción gravada quede sin efecto como consecuencia del 
ejercicio de una acción de reintegración concursal u 
otras acciones de impugnación ejercitadas en el seno 
del concurso. En estos supuestos, el sujeto pasivo debe-
rá proceder a la rectificación en la declaración-liquida-
ción correspondiente al periodo en que se declaró la 
operación. La minoración de deducciones por parte del 
adquirente, si estuviese también en situación de con-
curso, se realizará, igualmente, en la declaración-liqui-
dación correspondiente al periodo en que se ejerció la 
deducción. Con estas medidas se pretende evitar que la 
eventual declaración de concurso, ya sea del transmi-
tente o del adquirente, desvirtúe la neutralidad del 
Impuesto.

Por último, se regula un nuevo supuesto de infrac-
ción tributaria y su correspondiente régimen sanciona-
dor por los incumplimientos relativos a la correcta 
declaración de determinadas operaciones asimiladas a 
las importaciones.

Dadas las numerosas modificaciones de la Ley del 
Impuesto sobre el Valor Añadido que se incorporan en 
esta Ley, se considera conveniente que esas modifica-
ciones se incorporen, asimismo, en la Ley del Impuesto 
General Indirecto Canario para que el régimen sea uni-
forme en todo el territorio del Estado.

VI

La utilización de medios de pago en efectivo en las 
operaciones económicas facilita notablemente los com-
portamientos defraudatorios, en sus distintas manifes-
taciones. Favorece la opacidad de las operaciones y 
actividades y su ocultación a la Administración.

Frente a tales comportamientos, la actuación de los 
poderes públicos debe encaminarse no sólo a la detec-
ción y regularización de los incumplimientos, sino tam-
bién a evitar que estos incumplimientos se produzcan, 
haciendo hincapié en los aspectos disuasorios de la 
lucha contra el fraude.

La utilización de efectivo y su relación con el fraude 
constituye también una preocupación generalizada en 
países de nuestro entorno, donde ya se han adoptado 
limitaciones al uso de efectivo para determinadas ope-
raciones económicas. 

En la normativa española, las medidas de reacción 
ante esta situación se han venido centrando fundamen-
talmente en el establecimiento de obligaciones de 
información, así como en la adopción de planes de 
actuación en el ámbito del control de la Administración 
Tributaria. Se considera necesaria la adopción de medi-
das dirigidas a limitar la utilización del efectivo como 
medio de pago que, por su naturaleza, requieren un 
desarrollo normativo con rango de ley.

En este contexto, la presente Ley establece limita-
ciones al uso de efectivo en determinadas transacciones 
económicas pues la lucha contra el fraude fiscal es un 

motivo de interés público que prevalece sobre el efecto 
de las limitaciones reguladas en esta Ley. Dicha limita-
ción no es incompatible con la condición de moneda de 
curso legal de los billetes y monedas al existir otros 
medios legales de pago para la liquidación de deudas 
monetarias. 

Así, se establece una limitación, de carácter general, 
a los pagos en efectivo correspondientes a operaciones 
a partir de 2.500 euros. Se excluye de la limitación a los 
pagos efectuados cuando ninguno de los intervinientes 
en la operación actúe en calidad de empresario o profe-
sional, así como a los pagos o ingresos realizados en 
entidades de crédito. Asimismo, se contempla expresa-
mente una regla contra el fraccionamiento de operacio-
nes a efectos del cálculo del límite legalmente estable-
cido. 

Ligado a esta limitación, se establece un régimen 
sancionador. En este sentido, se regula el régimen de 
las infracciones y sanciones, las reglas básicas del pro-
cedimiento sancionador y el órgano competente para la 
recaudación de las sanciones. Se introduce la exención 
de responsabilidad en caso de denuncia del posible 
pago efectuado en incumplimiento de la limitación 
legal. 

Adicionalmente, se introducen obligaciones de 
información para cualquier autoridad o funcionario que 
en el ejercicio de sus funciones tenga conocimiento de 
algún incumplimiento de la limitación legal. 

Finalmente se establece la aplicación de lo dispues-
to en la Ley, en lo relativo a la limitación del uso de 
efectivo como medio de pago, a todos los pagos reali-
zados desde su entrada en vigor, aunque se refieran a 
operaciones concertadas con anterioridad al estableci-
miento de la limitación.

VII

En el ámbito del régimen fiscal de las Cooperativas, 
se actualiza la referencia al órgano encargado de reali-
zar las actuaciones de comprobación e inspección de 
las mismas, para determinar la concurrencia de los 
requisitos necesarios para la aplicación del citado régi-
men.

Artículo 1.  Modificación de la Ley 58/2003, de 17 de 
diciembre, General Tributaria.

Se introducen las siguientes modificaciones en la 
Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria:

Uno.   Se modifican los apartados 1, 3 y 5 del ar-
tículo 40, que quedan redactados de la siguiente forma: 

«1.  Las obligaciones tributarias pendientes de las 
sociedades y entidades con personalidad jurídica 
disueltas y liquidadas en las que la Ley limita la res-
ponsabilidad patrimonial de los socios, partícipes o 
cotitulares se transmitirán a éstos, que quedarán obliga-
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dos solidariamente hasta el límite del valor de la cuota 
de liquidación que les corresponda y demás percepcio-
nes patrimoniales recibidas por los mismos en los dos 
años anteriores a la fecha de disolución que minoren el 
patrimonio social que debiera responder de tales obli-
gaciones, sin perjuicio de lo previsto en el ar-
tículo 42.2.a) de esta Ley.

Las obligaciones tributarias pendientes de las socie-
dades y entidades con personalidad jurídica disueltas y 
liquidadas en las que la Ley no limita la responsabili-
dad patrimonial de los socios, partícipes o cotitulares se 
transmitirán íntegramente a éstos, que quedarán obliga-
dos solidariamente a su cumplimiento.»

«3.  En los supuestos de extinción o disolución sin 
liquidación de sociedades y entidades con personalidad 
jurídica, las obligaciones tributarias pendientes de las 
mismas se transmitirán a las personas o entidades que 
sucedan o que sean beneficiarias de la correspondiente 
operación. Esta norma también será aplicable a cual-
quier supuesto de cesión global del activo y pasivo de 
una sociedad y entidad con personalidad jurídica.»

«5.  Las sanciones que pudieran proceder por las 
infracciones cometidas por las sociedades y entidades a 
las que se refiere este artículo serán exigibles a los 
sucesores de las mismas, en los términos establecidos 
en los apartados anteriores y, en su caso, hasta el límite 
del valor determinado conforme a lo dispuesto en el 
apartado 1 de este artículo.» 

Dos.  Se modifica el apartado 4 del artículo 41, que 
queda redactado de la siguiente forma:

«4.  La responsabilidad no alcanzará a las sancio-
nes, salvo las excepciones que en esta u otra Ley se esta-
blezcan.

En los supuestos en que la responsabilidad alcance a 
las sanciones, cuando el deudor principal hubiera teni-
do derecho a la reducción prevista en el artículo 188.1.b) 
de esta ley, la deuda derivada será el importe que proce-
da sin aplicar la reducción correspondiente, en su caso, 
al deudor principal y se dará trámite de conformidad al 
responsable en la propuesta de declaración de respon-
sabilidad.

La reducción por conformidad será la prevista en el 
artículo 188.1.b) de esta ley. La reducción obtenida por 
el responsable se le exigirá sin más trámite en el caso 
de que presente cualquier recurso o reclamación frente 
al acuerdo de declaración de responsabilidad, fundado 
en la procedencia de la derivación o en las liquidacio-
nes derivadas. 

A los responsables de la deuda tributaria les será de 
aplicación la reducción prevista en el artículo 188.3 de 
esta Ley.

Las reducciones previstas en este apartado no serán 
aplicables a los supuestos de responsabilidad por el 
pago de deudas del artículo 42.2 de esta Ley.»

Tres.  Se introduce un nuevo apartado 2 en el ar-
tículo 43, se modifica el actual apartado 2, que se 
numera como 3, y el actual apartado 3 pasa a numerar-
se como 4, quedando dichos apartados 2 y 3 redactados 
de la siguiente forma:

«2.  Serán responsables subsidiarios de las deudas 
tributarias derivadas de tributos que deban repercutirse 
o de cantidades que deban retenerse a trabajadores, 
profesionales u otros empresarios, los administradores 
de hecho o de derecho de las personas jurídicas obliga-
das a efectuar la declaración e ingreso de tales deudas 
cuando, existiendo continuidad en el ejercicio de la 
actividad, la presentación de autoliquidaciones sin 
ingreso por tales conceptos tributarios sea reiterativa y 
pueda acreditarse que dicha presentación no obedece a 
una intención real de cumplir la obligación tributaria 
objeto de autoliquidación.

Se entenderá que existe reiteración en la presentación 
de autoliquidaciones cuando en un mismo año natural, 
de forma sucesiva o discontinua, se hayan presentado sin 
ingreso la mitad o más de las que corresponderían, con 
independencia de que se hubiese presentado solicitud de 
aplazamiento o fraccionamiento y de que la presentación 
haya sido realizada en plazo o de forma extemporánea. 

A estos efectos no se computarán aquellas autoli-
quidaciones en las que, habiendo existido solicitud de 
aplazamiento o fraccionamiento, se hubiese dictado 
resolución de concesión, salvo incumplimiento poste-
rior de los mismos y con independencia del momento 
de dicho incumplimiento, no computándose, en ningún 
caso, aquellos que hubiesen sido concedidos con garan-
tía debidamente formalizada. 

Se considerará, a efectos de esta responsabilidad, 
que la presentación de las autoliquidaciones se ha reali-
zado sin ingreso cuando, aun existiendo ingresos par-
ciales en relación con todas o algunas de las autoliqui-
daciones presentadas, el importe total resultante de 
tales ingresos durante el año natural señalado en el 
segundo párrafo no supere el 25 por ciento del sumato-
rio de las cuotas a ingresar autoliquidadas. 

Se presumirá que no existe intención real de cumpli-
miento de las obligaciones mencionadas en el párrafo 
primero, cuando se hubiesen satisfecho créditos de titu-
laridad de terceros de vencimiento posterior a la fecha 
en que las obligaciones tributarias a las que se extiende 
la responsabilidad establecida en esta disposición se 
devengaron o resultaron exigibles y no preferentes a los 
créditos tributarios derivados de estas últimas.»

«3. Las leyes podrán establecer otros supuestos de 
responsabilidad subsidiaria distintos de los previstos en 
los apartados anteriores.»

Cuatro.  Se modifica el apartado 2 del artículo 65, 
que queda redactado de la siguiente forma:

«2.  No podrán ser objeto de aplazamiento o frac-
cionamiento las deudas tributarias cuya exacción se 
realice por medio de efectos timbrados.
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Tampoco podrán aplazarse o fraccionarse las deudas 
correspondientes a obligaciones tributarias que deban 
cumplir el retenedor o el obligado a realizar ingresos a 
cuenta, salvo en los casos y condiciones previstos en la 
normativa tributaria.

Asimismo, en caso de concurso del obligado tribu-
tario, no podrán aplazarse o fraccionarse las deudas 
tributarias que, de acuerdo con la legislación concur-
sal, tengan la consideración de créditos contra la 
masa.

Las solicitudes de aplazamiento o fraccionamiento a 
que se refiere este apartado serán objeto de inadmisión.»

Cinco.  Se modifica el apartado 2 del artículo 67, 
que queda redactado de la siguiente forma:

«2.  El plazo de prescripción para exigir la obli-
gación de pago a los responsables solidarios comen-
zará a contarse desde el día siguiente a la finalización 
del plazo de pago en período voluntario del deudor 
principal.

No obstante, en el caso de que los hechos que cons-
tituyan el presupuesto de la responsabilidad se produz-
can con posterioridad al plazo fijado en el párrafo ante-
rior, dicho plazo de prescripción se iniciará a partir del 
momento en que tales hechos hubieran tenido lugar.

Tratándose de responsables subsidiarios, el plazo de 
prescripción comenzará a computarse desde la notifica-
ción de la última actuación recaudatoria practicada al 
deudor principal o a cualquiera de los responsables 
solidarios.»  

Seis.  Se modifican los apartados 1, 7 y 8 del ar-
tículo 68, que quedan redactados de la siguiente forma:

«1.  El plazo de prescripción del derecho a que se 
refiere el párrafo a) del artículo 66 de esta Ley se inte-
rrumpe:

a)  Por cualquier acción de la Administración tri-
butaria, realizada con conocimiento formal del obliga-
do tributario, conducente al reconocimiento, regulari-
zación, comprobación, inspección, aseguramiento y 
liquidación de todos o parte de los elementos de la obli-
gación tributaria que proceda, aunque la acción se dirija 
inicialmente a una obligación tributaria distinta como 
consecuencia de la incorrecta declaración del obligado 
tributario.

b)  Por la interposición de reclamaciones o recur-
sos de cualquier clase, por las actuaciones realizadas 
con conocimiento formal del obligado tributario en el 
curso de dichas reclamaciones o recursos, por la remi-
sión del tanto de culpa a la jurisdicción penal o por la 
presentación de denuncia ante el Ministerio Fiscal, así 
como por la recepción de la comunicación de un órga-
no jurisdiccional en la que se ordene la paralización del 
procedimiento administrativo en curso.

c)  Por cualquier actuación fehaciente del obligado 
tributario conducente a la liquidación o autoliquidación 
de la deuda tributaria.»

«7.  Cuando el plazo de prescripción se hubiera 
interrumpido por la interposición del recurso ante la 
jurisdicción contencioso-administrativa, por el ejerci-
cio de acciones civiles o penales, por la remisión del 
tanto de culpa a la jurisdicción competente o la presen-
tación de denuncia ante el Ministerio Fiscal o por la 
recepción de una comunicación judicial de paralización 
del procedimiento, el cómputo del plazo de prescrip-
ción se iniciará de nuevo cuando la Administración tri-
butaria reciba la notificación de la resolución firme que 
ponga fin al proceso judicial o que levante la paraliza-
ción, o cuando se reciba la notificación del Ministerio 
Fiscal devolviendo el expediente.

Cuando el plazo de prescripción se hubiera inte-
rrumpido por la declaración de concurso del deudor, el 
cómputo se iniciará de nuevo cuando adquiera firmeza 
la resolución judicial de conclusión del concurso. Si se 
hubiere aprobado un convenio, el plazo de prescripción 
se iniciará de nuevo en el momento de su aprobación 
para las deudas tributarias no sometidas al mismo. Res-
pecto de las deudas tributarias sometidas al convenio 
concursal, el cómputo del plazo de prescripción se ini-
ciará de nuevo cuando aquéllas resulten exigibles al 
deudor.

Lo dispuesto en este apartado no será aplicable al 
plazo de prescripción del derecho de la Administra-
ción tributaria para exigir el pago cuando no se hubie-
ra acordado la suspensión en vía contencioso-admi-
nistrativa.»

«8.  Interrumpido el plazo de prescripción para un 
obligado tributario, dicho efecto se extiende a todos los 
demás obligados, incluidos los responsables. No obs-
tante, si la obligación es mancomunada y sólo se recla-
ma a uno de los obligados tributarios la parte que le 
corresponde, el plazo no se interrumpe para los demás.

Si existieran varias deudas liquidadas a cargo de un 
mismo obligado al pago, la interrupción de la prescrip-
ción sólo afectará a la deuda a la que se refiera.

La suspensión del plazo de prescripción contenido 
en la letra b) del artículo 66 de esta ley, por litigio, con-
curso u otras causas legales, respecto del deudor princi-
pal o de alguno de los responsables, causa el mismo 
efecto en relación con el resto de los sujetos solidaria-
mente obligados al pago, ya sean otros responsables o 
el propio deudor principal, sin perjuicio de que puedan 
continuar frente a ellos las acciones de cobro que pro-
cedan.»

Siete. Se modifican los apartados 5 y 8 del ar-
tículo 81, que quedan redactados de la siguiente forma:

«5.  Las medidas cautelares reguladas en este ar-
tículo podrán adoptarse durante la tramitación de los 
procedimientos de aplicación de los tributos desde el 
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momento en que la Administración tributaria actuante 
pueda acreditar de forma motivada y suficiente la con-
currencia de los presupuestos establecidos en el aparta-
do 1 y el cumplimiento de los límites señalados en el 
apartado 3.»

«8.  Cuando con motivo de un procedimiento de 
comprobación e investigación inspectora se haya for-
malizado denuncia o querella por delito contra la 
Hacienda Pública o se haya dirigido proceso judicial 
por dicho delito, podrán adoptarse,  por el órgano com-
petente de la Administración tributaria, las medidas 
cautelares reguladas en este artículo, sin perjuicio de lo 
dispuesto en la disposición adicional decimonovena. 

Si la investigación del presunto delito no tuviese 
origen en un procedimiento de comprobación e inves-
tigación inspectora, las medidas cautelares podrán 
adoptarse por el órgano competente de la Administra-
ción tributaria con posterioridad a la incoación de las 
correspondientes diligencias de investigación desarro-
lladas por el Ministerio Fiscal o, en su caso, con poste-
rioridad a la incoación de las correspondientes diligen-
cias penales.

En los supuestos a que se refieren los párrafos ante-
riores, las medidas cautelares podrán dirigirse contra 
cualquiera de los sujetos identificados en la denuncia o 
querella como posibles responsables, directos o subsi-
diarios, del pago de las cuantías a las que se refiere el 
artículo 126 del Código Penal.

Adoptada, en su caso, la medida cautelar por el 
órgano competente de la Administración tributaria, se 
notificará al interesado, al Ministerio Fiscal y al órgano 
judicial competente y se mantendrá hasta que este últi-
mo adopte la decisión procedente sobre su conversión 
en medida jurisdiccional o levantamiento.» 

Ocho.  Se introduce un nuevo apartado 6 en el ar-
tículo 170, con la siguiente redacción:

«6.  La Administración tributaria podrá acordar la 
prohibición de disponer sobre los bienes inmuebles de 
una sociedad, sin necesidad de que el procedimiento 
recaudatorio se dirija contra ella, cuando se hubieran 
embargado al obligado tributario acciones o participa-
ciones de aquella y este ejerza el control efectivo, total 
o parcial, directo o indirecto sobre la sociedad titular de 
los inmuebles en cuestión en los términos previstos en 
el artículo 42 del Código de Comercio y aunque no 
estuviere obligado a formular cuentas consolidadas. 
Podrá tomarse anotación preventiva de la prohibición 
de disponer en la hoja abierta a las fincas en el Registro 
de la propiedad competente en virtud del correspon-
diente mandamiento en que se justificará la validez de 
la medida cautelar contra persona distinta del titular 
registral por referencia a la existencia de la correspon-
diente relación de control cuyo presupuesto de hecho se 
detallará en el propio mandamiento.

El recurso contra la medida de prohibición de dispo-
ner solo podrá fundarse en la falta de alguno de los pre-
supuestos de hecho que permiten su adopción.

La medida se alzará cuando por cualquier causa se 
extinga el embargo de las participaciones o acciones 
pertenecientes al obligado tributario. Asimismo, la 
Administración tributaria podrá acordar el levanta-
miento de la prohibición de disponer cuando su mante-
nimiento pudiera producir perjuicios de difícil o impo-
sible reparación, debidamente acreditados por la 
sociedad.»

Nueve.  Se modifica el apartado 1 del artículo 171, 
que queda redactado de la siguiente forma:

«1.  Cuando la Administración tributaria tenga 
conocimiento de la existencia de fondos, valores, títu-
los u otros bienes entregados o confiados a una deter-
minada oficina de una entidad de crédito u otra persona 
o entidad depositaria, podrá disponer su embargo en la 
cuantía que proceda. En la diligencia de embargo debe-
rá identificarse el bien o derecho conocido por la Admi-
nistración actuante, pero el embargo podrá extenderse, 
sin necesidad de identificación previa, al resto de los 
bienes o derechos existentes en dicha persona o enti-
dad, dentro del ámbito estatal, autonómico o local que 
corresponda a la jurisdicción respectiva de cada Admi-
nistración tributaria ordenante del embargo.

Si de la información suministrada por la persona o 
entidad depositaria en el momento del embargo se 
deduce que los fondos, valores, títulos u otros bienes 
existentes no son homogéneos o que su valor excede 
del importe señalado en el apartado 1 del artículo 169, 
se concretarán por el órgano competente los que hayan 
de quedar trabados.»

Diez.  Se modifica el apartado 5 del artículo 174, 
que queda redactado de la siguiente forma:

«5.  En el recurso o reclamación contra el acuerdo 
de derivación de responsabilidad podrá impugnarse el 
presupuesto de hecho habilitante y las liquidaciones a 
las que alcanza dicho presupuesto, sin que como conse-
cuencia de la resolución de estos recursos o reclama-
ciones puedan revisarse las liquidaciones que hubieran 
adquirido firmeza para otros obligados tributarios, sino 
únicamente el importe de la obligación del responsable 
que haya interpuesto el recurso o la reclamación.

No obstante, en los supuestos previstos en el aparta-
do 2 del artículo 42 de esta Ley no podrán impugnarse 
las liquidaciones a las que alcanza dicho presupuesto, 
sino el alcance global de la responsabilidad. Asimismo, 
en los supuestos previstos en el citado apartado no 
resultará de aplicación lo dispuesto en el artículo 212.3 
de esta ley, tanto si el origen del importe derivado pro-
cede de deudas como de sanciones tributarias».
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Once.  Se modifican los apartados 1, 2, 4 y 5 del 
artículo 199, que quedan redactados de la siguiente 
forma:

«1.  Constituye infracción tributaria presentar de 
forma incompleta, inexacta o con datos falsos autoli-
quidaciones o declaraciones, así como los documentos 
relacionados con las obligaciones aduaneras, siempre 
que no se haya producido o no se pueda producir per-
juicio económico a la Hacienda pública, o contestacio-
nes a requerimientos individualizados de información.

También constituirá infracción tributaria presentar 
las autoliquidaciones, declaraciones o los documentos 
relacionados con las obligaciones aduaneras por medios 
distintos a los electrónicos, informáticos y telemáticos 
en aquellos supuestos en que hubiera obligación de 
hacerlo por dichos medios.

Las infracciones previstas en este artículo serán gra-
ves y se sancionarán de acuerdo con lo dispuesto en los 
apartados siguientes.»

«2.  Si se presentan de forma incompleta, inexacta o 
con datos falsos autoliquidaciones, declaraciones o docu-
mentos relacionados con las obligaciones aduaneras, la 
sanción consistirá en multa pecuniaria fija de 150 euros. 

Si se presentan por medios distintos a los electróni-
cos, informáticos y telemáticos cuando exista obliga-
ción de hacerlo por dichos medios, la sanción consistirá 
en multa pecuniaria fija de 1.500 euros.»

«4.  Tratándose de requerimientos individualiza-
dos o de declaraciones exigidas con carácter general en 
cumplimiento de la obligación de suministro de infor-
mación recogida en los artículos 93 y 94 de esta ley, 
que no tengan por objeto datos expresados en magnitu-
des monetarias y hayan sido contestados o presentadas 
de forma incompleta, inexacta, o con datos falsos, la 
sanción consistirá en multa pecuniaria fija de 200 euros 
por cada dato o conjunto de datos referidos a una misma 
persona o entidad omitido, inexacto o falso.

La sanción será de 100 euros por cada dato o con-
junto de datos referidos a una misma persona o entidad 
cuando la declaración haya sido presentada por medios 
distintos a los  electrónicos, informáticos y telemáticos 
y exista obligación de hacerlo por dichos medios, con 
un mínimo de 1.500 euros.»

«5.  Tratándose de requerimientos individualiza-
dos o de declaraciones exigidas con carácter general en 
cumplimiento de la obligación de suministro de infor-
mación recogida en los artículos 93 y 94 de esta ley, 
que tengan por objeto datos expresados en magnitudes 
monetarias y hayan sido contestados o presentadas de 
forma incompleta, inexacta, o con datos falsos, la san-
ción consistirá en multa pecuniaria proporcional de 
hasta el 2 por ciento del importe de las operaciones no 
declaradas o declaradas incorrectamente, con un míni-
mo de 500 euros. 

Si el importe de las operaciones no declaradas o 
declaradas incorrectamente representa un porcentaje 
superior al 10, 25, 50 ó 75 por ciento del importe de las 

operaciones que debieron declararse, la sanción consis-
tirá en multa pecuniaria proporcional del 0,5, 1, 1,5 ó 2 
por ciento del importe  de las operaciones no declara-
das o declaradas incorrectamente, respectivamente. En 
caso de que el porcentaje sea inferior al 10 por ciento, 
se impondrá multa pecuniaria fija de 500 euros.

La sanción será del 1 por ciento del importe de las 
operaciones declaradas por medios distintos a los elec-
trónicos, informáticos y telemáticos cuando exista obli-
gación de hacerlo por dichos medios, con un mínimo 
de 1.500 euros.»

Doce.  Se introduce un nuevo apartado 6 en el ar-
tículo 203, renumerándose los actuales 6 y 7 como 7 y 8, 
respectivamente, con la siguiente redacción:

«6.  En el caso de que el obligado tributario que 
cometa las infracciones a que se refieren las letras a), 
b), c) y d) del apartado 1 esté siendo objeto de un pro-
cedimiento de inspección, se le sancionará de la 
siguiente forma:

a)  Cuando el incumplimiento lo realicen personas 
o entidades que no desarrollen actividades económicas, 
se sancionará de la siguiente forma:

1.º  Multa pecuniaria fija de 1.000 euros, si no 
comparece o no se facilita la actuación administrativa o 
la información exigida en el plazo concedido en el pri-
mer requerimiento notificado al efecto.

2.º  Multa pecuniaria fija de 5.000 euros, si no 
comparece o no se facilita la actuación administrativa o 
la información exigida en el plazo concedido en el 
segundo requerimiento notificado al efecto.

3.º  Si no comparece o no se facilita la actuación 
administrativa o la información exigida en el plazo con-
cedido en el tercer requerimiento notificado al efecto, 
la sanción consistirá:

—  Si el incumplimiento se refiere a magnitudes 
monetarias conocidas, en multa pecuniaria proporcio-
nal de la mitad del importe de las operaciones requeri-
das y no contestadas, con un mínimo de 10.000 euros y 
un máximo de 100.000 euros

—  Si el incumplimiento no se refiere a magnitudes 
monetarias o no se conoce el importe de las operacio-
nes requeridas, en multa pecuniaria proporcional del 
0,5 por ciento del importe total de la base imponible del 
impuesto personal que grava la renta del sujeto infrac-
tor que corresponda al último ejercicio cuyo plazo de 
declaración hubiese finalizado en el momento de comi-
sión de la infracción, con un mínimo de 10.000 euros y 
un máximo de 100.000 euros.

b)  Cuando el incumplimiento lo realicen personas 
o entidades que desarrollen actividades económicas, se 
sancionará de la siguiente forma:

1.º  Si la infracción se refiere a la aportación o al 
examen de libros de contabilidad, registros fiscales, 
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ficheros, programas, sistemas operativos y de control o 
consista en el incumplimiento del deber de facilitar la 
entrada o permanencia en fincas y locales o el recono-
cimiento de elementos o instalaciones, consistirá en 
multa pecuniaria proporcional del 2 por ciento de la 
cifra de negocios correspondiente al último ejercicio 
cuyo plazo de declaración hubiese finalizado en el 
momento de comisión de la infracción, con un mínimo 
de 20.000 euros y un máximo de 600.000.

2.º  Si la infracción se refiere a la falta de aporta-
ción de datos, informes, antecedentes, documentos, 
facturas u otros justificantes concretos:

a)  Multa pecuniaria fija de 3.000 euros, si no com-
parece o no se facilita la información exigida en el 
plazo concedido en el primer requerimiento notificado 
al efecto.

b)  Multa pecuniaria fija de 15.000 euros, si no 
comparece o no se facilita la  información exigida en el 
plazo concedido en el segundo requerimiento notifica-
do al efecto.

c)  Si no comparece o no se facilita la información 
exigida en el plazo concedido en el tercer requerimien-
to notificado al efecto, la sanción consistirá:

—  Si el incumplimiento se refiere a magnitudes 
monetarias conocidas, en multa pecuniaria proporcio-
nal de la mitad del importe de las operaciones requeri-
das y no contestadas, con un mínimo de 20.000 euros y 
un máximo de 600.000 euros.

—  Si el incumplimiento no se refiere a magnitudes 
monetarias o no se conociera el importe de las opera-
ciones requeridas, la sanción será del 1 por ciento de la 
cifra de negocios correspondiente al último ejercicio 
cuyo plazo de declaración hubiese finalizado en el 
momento de comisión de la infracción, con un mínimo 
de 20.000 euros y un máximo de 600.000 euros.

En cualquiera de los casos contemplados en este 
apartado, si el obligado tributario diese total cumpli-
miento al requerimiento administrativo antes de la fina-
lización del procedimiento sancionador o, si es anterior, 
de la finalización del trámite de audiencia del procedi-
miento de inspección, el importe de la sanción será de la 
mitad de las cuantías anteriormente señaladas».

Trece.  Se modifica el apartado 2 del artículo 209, 
que queda redactado de la siguiente forma:

«2.  Los procedimientos sancionadores que se 
incoen como consecuencia de un procedimiento inicia-
do mediante declaración o de un procedimiento de veri-
ficación de datos, comprobación o inspección no 
podrán iniciarse respecto a la persona o entidad que 
hubiera sido objeto del procedimiento una vez transcu-
rrido el plazo de tres meses desde que se hubiese notifi-
cado o se entendiese notificada la correspondiente 
liquidación o resolución.

Los procedimientos sancionadores que se incoen 
para la imposición de las sanciones a que se refiere el 
artículo 186 de esta ley deberán iniciarse en el plazo de 
tres meses desde que se hubiese notificado o se enten-
diese notificada la sanción pecuniaria a que se refiere 
dicho precepto.»

Catorce.  Se modifica el apartado 3 del ar-
tículo 212, que queda redactado de la siguiente forma:

«3.  La interposición en tiempo y forma de un 
recurso o reclamación administrativa contra una san-
ción producirá los siguientes efectos:

a)  La ejecución de las sanciones quedará automá-
ticamente suspendida en periodo voluntario sin necesi-
dad de aportar garantías hasta que sean firmes en vía 
administrativa. 

b)  No se exigirán intereses de demora por el tiem-
po que transcurra hasta la finalización del plazo de 
pago en periodo voluntario abierto por la notificación 
de la resolución que ponga fin a la vía administrativa, 
exigiéndose intereses de demora a partir del día siguien-
te a la finalización de dicho plazo. 

Lo dispuesto en los  párrafos a) y b)  de este aparta-
do se aplicará a los efectos de suspender las sanciones 
tributarias objeto de derivación de responsabilidad, 
tanto en el caso de que la sanción fuese recurrida por el 
sujeto infractor, como cuando en ejercicio de lo dis-
puesto en el artículo 174.5 de esta ley dicha sanción sea 
recurrida por el responsable. En ningún caso será obje-
to de suspensión automática por este precepto la deuda 
tributaria objeto de derivación.

Tampoco se suspenderán con arreglo a este precepto 
las responsabilidades por el pago de deudas previstas 
en el artículo 42.2 de esta Ley.»

Quince.  Se modifica el apartado 1 del artículo 224, 
que queda redactado de la siguiente forma:

«1.  La ejecución del acto impugnado quedará sus-
pendida automáticamente a instancia del interesado si 
se garantiza el importe de dicho acto, los intereses de 
demora que genere la suspensión y los recargos que 
procederían en caso de ejecución de la garantía, en los 
términos que se establezcan reglamentariamente.

Si la impugnación afectase a una sanción tributaria, 
su ejecución quedará suspendida automáticamente sin 
necesidad de aportar garantías de acuerdo con lo dis-
puesto en el apartado 3 del artículo 212 de esta Ley.

Si la impugnación afectase a un acto censal relativo 
a un tributo de gestión compartida, no se suspenderá en 
ningún caso, por este hecho, el procedimiento de cobro 
de la liquidación que pueda practicarse. Ello sin perjui-
cio de que, si la resolución que se dicte en materia cen-
sal afectase al resultado de la liquidación abonada, se 
realice la correspondiente devolución de ingresos.»
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Dieciséis.  Se modifica el apartado 1 del ar-
tículo 233, que queda redactado de la siguiente forma:

«1.  La ejecución del acto impugnado quedará sus-
pendida automáticamente a instancia del interesado si 
se garantiza el importe de dicho acto, los intereses de 
demora que genere la suspensión y los recargos que 
procederían en caso de ejecución de la garantía, en los 
términos que se establezcan reglamentariamente.

Si la impugnación afectase a una sanción tributaria, 
la ejecución de la misma quedará suspendida automáti-
camente sin necesidad de aportar garantías de acuerdo 
con lo dispuesto en el apartado 3 del artículo 212 de 
esta Ley.»

Diecisiete.  Se introduce una nueva disposición 
adicional decimoctava con la siguiente redacción:

«Disposición adicional decimoctava.  Obligación 
de información sobre bienes y derechos situados en el 
extranjero.

1.  Los obligados tributarios deberán suministrar a 
la Administración tributaria, conforme a lo dispuesto 
en los artículos 29 y 93 de esta ley y en los términos 
que reglamentariamente se establezcan, la siguiente 
información:

a)  Información sobre las cuentas situadas en el 
extranjero abiertas en entidades que se dediquen al trá-
fico bancario o crediticio de las que sean titulares o 
beneficiarios o en las que figuren como autorizados o 
de alguna otra forma ostenten poder de disposición.

b)  Información de cualesquiera títulos, activos, 
valores o derechos representativos del capital social, 
fondos propios o patrimonio de todo tipo de entidades, 
o de la cesión a terceros de capitales propios, de los que 
sean titulares y que se encuentren depositados o situa-
dos en el extranjero,  así como de los seguros de vida o 
invalidez de los que sean tomadores y de las rentas vita-
licias o temporales de las que sean beneficiarios como 
consecuencia de la entrega de un capital en dinero, bie-
nes muebles o inmuebles, contratados con entidades 
establecidas en el extranjero.

c)  Información sobre los bienes inmuebles y dere-
chos sobre bienes inmuebles de su titularidad situados 
en el extranjero.

Las obligaciones previstas en los tres párrafos ante-
riores se extenderán a quienes tengan la consideración 
de titulares reales de acuerdo con lo previsto en el apar-
tado 2 del artículo 4 de la Ley 10/2010, de 28 de abril, 
de prevención del blanqueo de capitales y de la finan-
ciación del terrorismo.   

2.  Régimen de infracciones y sanciones.

Constituyen infracciones tributarias no presentar en 
plazo y presentar de forma incompleta, inexacta o con 

datos falsos las declaraciones informativas a que se 
refiere esta disposición adicional.

También constituirá infracción tributaria la presen-
tación de las mismas por medios distintos a los electró-
nicos, informáticos y telemáticos en aquellos supuestos 
en que hubiera obligación de hacerlo por dichos 
medios.

Las anteriores infracciones serán muy graves y se 
sancionarán conforme a las siguientes reglas:

a)  En el caso de incumplimiento de la obligación 
de informar sobre cuentas en entidades de crédito situa-
das en el extranjero, la sanción consistirá en multa 
pecuniaria fija de 5.000 euros por cada dato o conjunto 
de datos referidos a una misma cuenta que hubiera 
debido incluirse en la declaración o hubieran sido apor-
tados de forma incompleta, inexacta o falsa, con un 
mínimo de 10.000 euros.

La sanción será de 100 euros por cada dato o con-
junto de datos referidos a una misma cuenta, con un 
mínimo de 1.500 euros, cuando la declaración haya 
sido presentada fuera de plazo sin requerimiento previo 
de la Administración tributaria. Del mismo modo se 
sancionará la presentación de la declaración por medios 
distintos a los electrónicos, informáticos y telemáticos 
cuando exista obligación de hacerlo por dichos medios.

b)  En el caso de incumplimiento de la obligación 
de informar sobre títulos, activos, valores, derechos, 
seguros y rentas depositados, gestionados u obtenidas 
en el extranjero, la sanción consistirá en multa pecunia-
ria fija de 5.000 euros por cada dato o conjunto de datos 
referidos a cada elemento patrimonial individualmente 
considerado según su clase, que hubiera debido incluir-
se en la declaración o hubieran sido aportados de forma 
incompleta, inexacta o falsa, con un mínimo de 10.000 
euros.

La sanción será de 100 euros por cada dato o con-
junto de datos referidos a cada elemento patrimonial 
individualmente considerado según su clase, con un 
mínimo de 1.500 euros, cuando la declaración haya 
sido presentada fuera de plazo sin requerimiento previo 
de la Administración tributaria. Del mismo modo se 
sancionará la presentación de la declaración por medios 
distintos a los electrónicos, informáticos y telemáticos 
cuando exista obligación de hacerlo por dichos medios.

c)  En el caso de incumplimiento de la obligación 
de informar sobre bienes inmuebles y derechos sobre 
bienes inmuebles situados en el extranjero, la sanción 
consistirá en multa pecuniaria fija de 5.000 euros por 
cada dato o conjunto de datos referidos a un mismo 
bien inmueble o a un mismo derecho sobre un bien 
inmueble que hubiera debido incluirse en la declara-
ción o hubieran sido aportados de forma incompleta, 
inexacta o falsa, con un mínimo de 10.000 euros.

La sanción será de 100 euros por cada dato o con-
junto de datos referidos a un mismo bien inmueble o a 
un mismo derecho sobre un bien inmueble, con un 
mínimo de 1.500 euros, cuando la declaración haya 
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sido presentada fuera de plazo sin requerimiento previo 
de la Administración tributaria. Del mismo modo se 
sancionará la presentación de la declaración por medios 
distintos a los electrónicos, informáticos y telemáticos 
cuando exista obligación de hacerlo por dichos medios. 

Las infracciones y sanciones reguladas en esta dis-
posición adicional serán incompatibles con las estable-
cidas en los artículos 198 y 199 de esta Ley.

3.  Las Leyes reguladoras de cada tributo podrán 
establecer consecuencias específicas para el caso de 
incumplimiento de la obligación de información esta-
blecida en esta disposición adicional.».

Dieciocho.  Se introduce una nueva disposición 
adicional decimonovena con la siguiente redacción:

«Disposición adicional decimonovena.  Compe-
tencias de investigación patrimonial en los procesos 
por delito contra la Hacienda pública.

En los procesos por delito contra la Hacienda públi-
ca, y sin perjuicio de las facultades que corresponden a 
las unidades de la Policía Judicial, los órganos de 
recaudación de la Agencia Estatal de Administración 
Tributaria mantendrán la competencia para investigar, 
bajo la supervisión de la autoridad judicial, el patrimo-
nio que pueda resultar afecto al pago de las cuantías 
pecuniarias asociadas al delito.

A tales efectos, podrán ejercer las facultades previs-
tas en los artículos 93, 94 y 162 de esta Ley, realizar 
informes sobre la situación patrimonial de las personas 
relacionadas con el delito y adoptar las medidas caute-
lares previstas en el apartado 8 del artículo 81 de la 
misma.

De tales actuaciones, sus incidencias y resultados se 
dará cuenta inmediata al juez penal, que resolverá sobre 
la confirmación, modificación o levantamiento de las 
medidas adoptadas.

Las actuaciones desarrolladas se someterán a lo pre-
visto en la presente ley y su normativa de desarrollo, sin 
perjuicio de la posibilidad de que el juez decida la rea-
lización de otras actuaciones al amparo de lo previsto 
en el artículo 989 de la Ley de Enjuiciamiento Crimi-
nal.»  

Artículo 2.  Modificación de la Ley 47/2003, de 26 de 
noviembre, General Presupuestaria.

Se introduce un nuevo apartado 2 en el artículo 10, y 
se renumera el actual apartado 2 como 3, con la siguien-
te redacción:

«2.  Serán responsables solidarios del pago de los 
derechos de naturaleza pública pendientes, hasta el 
importe del valor de los bienes o derechos que se hubie-
ran podido embargar o enajenar,  las personas o entida-

des en quienes concurra alguna de las circunstancias 
del artículo 42.2 de la Ley General Tributaria.

En este supuesto, la declaración de responsabilidad  
corresponderá a la Agencia Estatal de Administración 
Tributaria cuando se trate de créditos de naturaleza 
pública cuya gestión recaudatoria haya asumido aque-
lla por ley o por convenio.

El régimen jurídico aplicable a esta responsabilidad 
será el contenido en la Ley General Tributaria y su nor-
mativa de desarrollo.»

Artículo 3.  Modificación de la Ley 35/2006, de 28 de 
noviembre, del Impuesto sobre la Renta de las Per-
sonas Físicas y de modificación parcial de las leyes 
de los Impuestos sobre Sociedades, sobre la Renta 
de no Residentes y sobre el Patrimonio. 

Se introducen las siguientes modificaciones en la 
Ley 35/2006, de 28 de noviembre, del Impuesto sobre 
la Renta de las Personas Físicas y de modificación par-
cial de las leyes de los Impuestos sobre Sociedades, 
sobre la Renta de no Residentes y sobre el Patrimonio: 

Uno.  Con efectos desde 1 de enero de 2013, se 
modifica el apartado 1 del artículo 31, que queda redac-
tado de la siguiente forma:

«1.  El método de estimación objetiva de rendi-
mientos para determinadas actividades económicas se 
aplicará, en los términos que reglamentariamente se 
establezcan, con arreglo a las siguientes normas: 

1.ª  Los contribuyentes que reúnan las circunstan-
cias previstas en las normas reguladoras de este método 
determinarán sus rendimientos conforme al mismo, 
salvo que renuncien a su aplicación, en los términos 
que reglamentariamente se establezcan. 

2.ª  El método de estimación objetiva se aplicará 
conjuntamente con los regímenes especiales estableci-
dos en el Impuesto sobre el Valor Añadido o en el 
Impuesto General Indirecto Canario, cuando así se 
determine reglamentariamente. 

3.ª  Este método no podrá aplicarse por los contri-
buyentes cuando concurra cualquiera de las siguientes 
circunstancias, en las condiciones que se establezcan 
reglamentariamente: 

a)  Que determinen el rendimiento neto de alguna 
actividad económica por el método de estimación 
directa. 

b)  Que el volumen de rendimientos íntegros en el 
año inmediato anterior supere cualquiera de los siguien-
tes importes: 

Para el conjunto de sus actividades económicas, 
450.000 euros anuales.

Para el conjunto de sus actividades agrícolas y gana-
deras, 300.000 euros anuales.
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Para el conjunto de sus actividades clasificadas en la 
división 7 de la sección primera de las Tarifas del 
Impuesto sobre Actividades Económicas a las que sea 
de aplicación lo dispuesto en la letra d) del apartado 5 
del artículo 101 de esta Ley, 300.000 euros anuales.

A estos efectos, sólo se computarán las operaciones 
que deban anotarse en el Libro registro de ventas o 
ingresos previsto en el artículo 67.7 del Reglamento de 
este Impuesto, o en el libro registro de ingresos previsto 
en el artículo 40.1 del Reglamento del Impuesto sobre 
el Valor Añadido, aprobado por el Real Decreto 
1624/1992, de 29 de diciembre, y las operaciones por 
las que estén obligados a emitir y conservar facturas, de 
acuerdo con lo dispuesto en el Reglamento por el que 
se regulan las obligaciones de facturación, aprobado 
por el Real Decreto 1496/2003, de 28 de noviembre. 

No obstante, deberán computarse no sólo las opera-
ciones correspondientes a las actividades económicas 
desarrolladas por el contribuyente, sino también las 
correspondientes a las desarrolladas por el cónyuge, 
descendientes y ascendientes, así como por entidades 
en régimen de atribución de rentas en las que participen 
cualquiera de los anteriores, en las que concurran las 
siguientes circunstancias: 

—  Que las actividades económicas desarrolladas 
sean idénticas o similares. A estos efectos, se entende-
rán que son idénticas o similares las actividades econó-
micas clasificadas en el mismo grupo en el Impuesto 
sobre Actividades Económicas.

—  Que exista una dirección común de tales activi-
dades, compartiéndose medios personales o materiales. 

Cuando en el año inmediato anterior se hubiese ini-
ciado una actividad, el volumen de ingresos se elevará 
al año.

c)  Que el volumen de las compras en bienes y ser-
vicios, excluidas las adquisiciones de inmovilizado, en 
el ejercicio anterior supere la cantidad de 300.000 euros 
anuales. En el supuesto de obras o servicios subcontra-
tados, el importe de los mismos se tendrá en cuenta 
para el cálculo de este límite. 

A estos efectos, deberán computarse no sólo el volu-
men de compras correspondientes a las actividades eco-
nómicas desarrolladas por el contribuyente, sino también 
las correspondientes a las desarrolladas por el cónyuge, 
descendientes y ascendientes, así como por entidades en 
régimen de atribución de rentas en las que participen 
cualquiera de los anteriores, en las que concurran las cir-
cunstancias señaladas en la letra b) anterior. 

Cuando en el año inmediato anterior se hubiese ini-
ciado una actividad, el volumen de compras se elevará 
al año. 

d)  Que las actividades económicas sean desarro-
lladas, total o parcialmente, fuera del ámbito de aplica-

ción del Impuesto al que se refiere el artículo 4 de esta 
Ley.

e)  Tratándose de contribuyentes que ejerzan las 
actividades a que se refiere la letra d) del apartado 5 del 
artículo 101 de esta Ley, cuando el volumen de los ren-
dimientos íntegros del año inmediato anterior corres-
pondiente a dichas actividades que proceda de las per-
sonas o entidades previstas en el artículo 99.2 de esta 
Ley supere cualquiera de las siguientes cantidades:

a´)  50.000 euros anuales, siempre que además 
represente más del 50 por 100 del volumen total de ren-
dimientos íntegros correspondiente a las citadas activi-
dades. 

b´)  225.000 euros anuales.

Lo dispuesto en esta letra e) no será de aplicación 
respecto de las actividades incluidas en la división 7 de 
la sección primera de las Tarifas del Impuesto sobre 
Actividades Económicas.

Cuando en el año inmediato anterior se hubiese ini-
ciado una actividad, el volumen de rendimientos ínte-
gros se elevará al año. 

4.ª  El ámbito de aplicación del método de estima-
ción objetiva se fijará, entre otros extremos, bien por la 
naturaleza de las actividades y cultivos, bien por módu-
los objetivos como el volumen de operaciones, el 
número de trabajadores, el importe de las compras, la 
superficie de las explotaciones o los activos fijos utili-
zados, con los límites que se determinen reglamentaria-
mente para el conjunto de actividades desarrolladas por 
el contribuyente y, en su caso, por el cónyuge, descen-
dientes y ascendientes, así como por entidades en régi-
men de atribución de rentas en las que participen cual-
quiera de los anteriores. 

5.ª  En los supuestos de renuncia o exclusión de la 
estimación objetiva, el contribuyente determinará el 
rendimiento neto de todas sus actividades económicas 
por el método de estimación directa durante los tres 
años siguientes, en las condiciones que reglamentaria-
mente se establezcan.». 

Dos.  Con efectos desde la entrada en vigor de esta 
Ley, se modifica el artículo 39, que queda redactado de 
la siguiente forma: 

«Artículo 39.  Ganancias patrimoniales no justifi-
cadas. 

1.  Tendrán la consideración de ganancias de patri-
monio no justificadas los bienes o derechos cuya tenen-
cia, declaración o adquisición no se corresponda con la 
renta o patrimonio declarados por el contribuyente, así 
como la inclusión de deudas inexistentes en cualquier 
declaración por este impuesto o por el Impuesto sobre 
el Patrimonio, o su registro en los libros o registros ofi-
ciales. 
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Las ganancias patrimoniales no justificadas se inte-
grarán en la base liquidable general del período imposi-
tivo respecto del que se descubran, salvo que el contri-
buyente pruebe suficientemente que ha sido titular de 
los bienes o derechos correspondientes desde una fecha 
anterior a la del período de prescripción. 

2.  En todo caso tendrán la consideración de ganan-
cias de patrimonio no justificadas y se integrarán en la 
base liquidable general del período impositivo más 
antiguo entre los no prescritos, la tenencia, declaración 
o adquisición de bienes o derechos respecto de los que 
no se hubiera cumplido en el plazo establecido al efecto 
la obligación de información a que se refiere la disposi-
ción adicional decimoctava de la Ley 58/2003, de 17 de 
diciembre, General Tributaria.

No obstante, no resultará de aplicación lo previsto 
en este apartado cuando el contribuyente acredite que 
la titularidad de los bienes o derechos corresponde con 
rentas declaradas, o bien con rentas obtenidas en perío-
dos impositivos respecto de los cuales no tuviese la 
condición de contribuyente por este Impuesto.»

Tres.  Con efectos desde la entrada en vigor de esta 
Ley, se modifica el apartado 1 del artículo 98, que 
queda redactado de la siguiente forma:

«1.  La Administración tributaria podrá poner a 
disposición de los contribuyentes, a efectos meramente 
informativos, un borrador de declaración, sin perjuicio 
del cumplimiento de lo dispuesto en el apartado 1 del 
artículo 97 de esta Ley, siempre que obtengan rentas 
procedentes exclusivamente de las siguientes fuentes:

a.  Rendimientos del trabajo.
b.  Rendimientos del capital mobiliario sujetos a 

retención o ingreso a cuenta, así como los derivados de 
letras del Tesoro.

c.  Ganancias patrimoniales sometidas a retención 
o ingreso a cuenta, así como las subvenciones para la 
adquisición de vivienda habitual.

d.  Imputación de rentas inmobiliarias y aquellas 
otras fuentes de renta que establezca el Ministro de 
Hacienda y Administraciones Públicas, de acuerdo con 
la información de la que pueda disponer en lo sucesivo 
la Administración tributaria, con los límites y condicio-
nes señalados por el mismo.»

Artículo 4.  Modificación del texto refundido de la 
Ley del Impuesto sobre Sociedades, aprobado por el 
Real Decreto Legislativo 4/2004, de 5 de marzo. 

Con efectos para los períodos impositivos que fina-
licen a partir de la entrada en vigor de esta Ley, se 
introduce un apartado 6, y se modifica el actual 6, que 
se renumera como 7, en el artículo 134 del texto refun-
dido de la Ley del Impuesto sobre Sociedades, aproba-
do por el Real Decreto Legislativo 4/2004, de 5 de 
marzo, que quedan redactados de la siguiente forma:

«6.  En todo caso, se entenderá que han sido adqui-
ridos con cargo a renta no declarada que se imputará al 
período impositivo más antiguo de entre los no prescri-
tos, los bienes y derechos respecto de los que el sujeto 
pasivo no hubiera cumplido en el plazo establecido al 
efecto la obligación de información a que se refiere la 
disposición adicional decimoctava de la Ley 58/2003, 
de 17 de diciembre, General Tributaria.

No obstante, no resultará de aplicación lo previsto 
en este apartado cuando el sujeto pasivo acredite que 
los bienes y derechos cuya titularidad le corresponde 
han sido adquiridos con cargo a rentas declaradas o 
bien con cargo a rentas obtenidas en períodos impositi-
vos respecto de los cuales no tuviese la condición de 
sujeto pasivo de este Impuesto. 

7.  El valor de los elementos patrimoniales a que se 
refieren los apartados 1 y 6, en cuanto haya sido incor-
porado a la base imponible, será válido a todos los efec-
tos fiscales.»

Artículo 5.  Modificación de la Ley 37/1992, de 28 de 
diciembre, del Impuesto sobre el Valor Añadido.

Se introducen las siguientes modificaciones en la 
Ley 37/1992, de 28 de diciembre, del Impuesto sobre el 
Valor Añadido:

Uno.  Se modifica el párrafo segundo del apartado 
tres del artículo 80, que queda redactado de la siguiente 
forma:

«Sólo cuando se acuerde la conclusión del concurso 
por las causas expresadas en el artículo 176.1, aparta-
dos 1.º, 4.º y 5.º de la Ley Concursal, el acreedor que 
hubiese modificado la base imponible deberá modificar-
la nuevamente al alza mediante la emisión, en el plazo 
que se fije reglamentariamente, de una factura rectifica-
tiva en la que se repercuta la cuota procedente.».

Dos.  Se modifica la letra e) del número 2º del 
apartado uno del artículo 84, que queda redactada de la 
siguiente forma: 

«e)  Cuando se trate de las siguientes entregas de 
bienes inmuebles:

—  Las entregas efectuadas como consecuencia de 
un proceso concursal.

—  Las entregas exentas a que se refieren los aparta-
dos 20º y 22º del artículo 20.Uno en las que el sujeto 
pasivo  hubiera renunciado a la exención.

—  Las entregas efectuadas en ejecución de la 
garantía constituida sobre los bienes inmuebles, enten-
diéndose, asimismo, que se ejecuta la garantía cuando 
se transmite el inmueble a cambio de la extinción total 
o parcial de la deuda garantizada o de la obligación de 
extinguir la referida deuda por el adquirente.»
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Tres.  Se modifica el apartado cinco del artículo 89, 
que queda redactado de la siguiente forma:  

«Cinco.  Cuando la rectificación de las cuotas 
implique un aumento de las inicialmente repercutidas y 
no haya mediado requerimiento previo, el sujeto pasivo 
deberá presentar una declaración-liquidación rectifica-
tiva aplicándose a la misma el recargo y los intereses de 
demora que procedan de conformidad con lo estableci-
do en los artículos 26 y 27 de la Ley General Tributaria. 

No obstante lo dispuesto en el párrafo anterior, 
cuando la rectificación se funde en las causas de modi-
ficación de la base imponible establecidas en el ar-
tículo 80 de esta Ley o se deba a un error fundado de 
derecho, el sujeto pasivo podrá incluir la diferencia 
correspondiente en la declaración-liquidación del 
período en que se deba efectuar la rectificación.

Cuando la rectificación determine una minoración 
de las cuotas inicialmente repercutidas, el sujeto pasivo 
podrá optar por cualquiera de las dos alternativas 
siguientes:

a)  Iniciar ante la Administración Tributaria el 
correspondiente procedimiento de devolución de ingre-
sos indebidos.

b)  Regularizar la situación tributaria en la declara-
ción-liquidación correspondiente al período en que 
deba efectuarse la rectificación o en las posteriores 
hasta el plazo de un año a contar desde el momento en 
que debió efectuarse la mencionada rectificación. En 
este caso, el sujeto pasivo estará obligado a reintegrar 
al destinatario de la operación el importe de las cuotas 
repercutidas en exceso.

En los supuestos en que la operación gravada quede 
sin efecto como consecuencia del ejercicio de una 
acción de reintegración concursal u otras de impugna-
ción ejercitadas en el seno del concurso, el sujeto pasi-
vo deberá proceder a la rectificación de las cuotas ini-
cialmente repercutidas en la declaración-liquidación 
correspondiente al periodo en que fueron declaradas las 
cuotas devengadas.»

Cuatro.  Se modifican los apartados tres y cinco 
del artículo 99, que quedan redactados de la siguiente 
forma:

«Tres.  El derecho a la deducción sólo podrá ejer-
citarse en la declaración-liquidación relativa al período 
de liquidación en que su titular haya soportado las cuo-
tas deducibles o en las de los sucesivos, siempre que no 
hubiera transcurrido el plazo de cuatro años, contados a 
partir del nacimiento del mencionado derecho. 

Sin embargo, en caso de declaración de concurso, el 
derecho a la deducción por hechos imponibles anterio-
res a la misma deberá ejercerse en la declaración-liqui-
dación correspondiente al periodo en el que se hubieran 
soportado las cuotas deducibles. 

Cuando no se hubieran incluido las cuotas soporta-
das deducibles en dicha declaración-liquidación, el 
concursado o, en los casos previstos por el artículo 86.3 
de la Ley Concursal, la administración concursal, debe-
rán cumplir esta obligación mediante la rectificación de 
la declaración-liquidación relativa a dicho período de 
liquidación.

Cuando hubiese mediado requerimiento de la Admi-
nistración o actuación inspectora, serán deducibles, en 
las liquidaciones que procedan, las cuotas soportadas 
que estuviesen debidamente contabilizadas en los libros 
registros establecidos reglamentariamente para este 
Impuesto, mientras que las cuotas no contabilizadas 
serán deducibles en la declaración-liquidación del 
período correspondiente a su contabilización o en las 
de los siguientes. En todo caso, unas y otras cuotas sólo 
podrán deducirse cuando no haya transcurrido el plazo 
a que se refiere el primer párrafo.

En el supuesto de las ventas ocasionales a que se 
refiere el artículo 5, apartado uno, letra e), de esta Ley, 
el derecho a la deducción sólo podrá ejercitarse en la 
declaración relativa al período en que se realice la 
entrega de los  correspondientes medios de transporte 
nuevos.»

«Cinco.  Cuando la cuantía de las deducciones 
procedentes supere el importe de las cuotas devengadas 
en el mismo período de liquidación, el exceso podrá ser 
compensado en las declaraciones-liquidaciones poste-
riores, siempre que no hubiesen transcurrido cuatro 
años contados a partir de la presentación de la declara-
ción-liquidación en que se origine dicho exceso. 

No obstante, el sujeto pasivo podrá optar por la 
devolución  del saldo  existente a su favor cuando resul-
te procedente en virtud de lo dispuesto en el Capítulo II 
de este Título, sin que en tal caso pueda efectuar su 
compensación en declaraciones-liquidaciones posterio-
res, cualquiera que sea el período de tiempo transcurri-
do hasta que dicha devolución se haga efectiva.

En la declaración-liquidación, prevista reglamenta-
riamente, referida a los hechos imponibles anteriores a 
la declaración de concurso se deberá aplicar la totalidad 
de los saldos acumulados a compensar de periodos de 
liquidación anteriores a dicha declaración.»

Cinco.  Se modifica el número 2º del apartado dos 
del artículo 114, que queda redactado de la siguiente 
forma:

«2º.  Cuando la rectificación determine una mino-
ración del importe de las cuotas inicialmente deduci-
das, el sujeto pasivo deberá presentar una declaración-
liquidación rectificativa aplicándose a la misma el 
recargo y los intereses de demora que procedan de con-
formidad con lo previsto en los artículos 26 y 27 de la 
Ley General Tributaria. 

Tratándose del supuesto previsto en el artículo 80.
Tres de esta Ley, la rectificación deberá efectuarse en la 
declaración-liquidación correspondiente al periodo en 
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que se ejerció el derecho a la deducción de las cuotas 
soportadas, sin que proceda la aplicación de recargos ni 
de intereses de demora.

En los supuestos en que la operación gravada quede 
sin efecto como consecuencia del ejercicio de una 
acción de reintegración concursal u otras de impugna-
ción ejercitadas en el seno del concurso, si el compra-
dor o adquirente inicial se encuentra también en situa-
ción de concurso, deberá proceder a la rectificación de 
las cuotas inicialmente deducidas en la declaración-
liquidación correspondiente al periodo en que se ejer-
ció el derecho a la deducción de las cuotas soportadas, 
sin que proceda la aplicación de recargos ni de intere-
ses de demora.

No obstante, cuando la rectificación tenga su origen 
en un error fundado de derecho o en las restantes cau-
sas del artículo 80 de esta Ley deberá efectuarse en la 
declaración-liquidación correspondiente al período 
impositivo en que el sujeto pasivo reciba el documento 
justificativo del derecho a deducir en el que se rectifi-
quen las cuotas inicialmente soportadas.»

Seis.  Se modifica el apartado dos del artículo 170, 
que queda redactado de la siguiente forma:

«Dos.  Constituirán infracciones tributarias:

1.º  La adquisición de bienes por parte de sujetos 
pasivos acogidos al régimen especial del recargo de 
equivalencia sin que en las correspondientes facturas 
figure expresamente consignado el recargo de equiva-
lencia, salvo los casos en que el adquirente hubiera 
dado cuenta de ello a la Administración en la forma que 
se determine reglamentariamente.

2.º  La obtención, mediante acción u omisión cul-
posa o dolosa, de una incorrecta repercusión del 
Impuesto, siempre y cuando el destinatario de la misma 
no tenga derecho a la deducción total de las cuotas 
soportadas.

Serán sujetos infractores las personas o entidades 
destinatarias de las referidas operaciones que sean res-
ponsables de la acción u omisión a que se refiere el 
párrafo anterior.

3.º  La repercusión improcedente en factura, por 
personas que no sean sujetos pasivos del Impuesto, de 
cuotas impositivas sin que se haya procedido al ingreso 
de las mismas.

4.º  La no consignación en la autoliquidación que 
se debe presentar por el periodo correspondiente de las 
cantidades de las que sea sujeto pasivo el destinatario 
de las operaciones conforme a los números 2.°, 3.° 
y 4.° del artículo 84.uno, del artículo 85 o del ar-
tículo 140 quinque de esta Ley.

5.º  La falta de presentación o la presentación inco-
rrecta o incompleta de las declaraciones-liquidaciones 
relativas a las operaciones reguladas en el número 5.º 
del artículo 19 de esta Ley.»

Siete.  Se modifica el apartado uno del artículo 171, 
que queda redactado de la siguiente forma:

«Uno.  Las infracciones contenidas en el apartado 
dos del artículo anterior serán graves y se sancionarán 
con arreglo a las normas siguientes:

1.º  Las establecidas en el ordinal 1.º del apartado 
dos, con multa pecuniaria proporcional del 50 por ciento 
del importe del recargo de equivalencia que hubiera 
debido repercutirse, con un importe mínimo de 30 euros 
por cada una de las adquisiciones efectuadas sin la 
correspondiente repercusión del recargo de equivalencia.

2.º  Las establecidas en el ordinal 2.º del apartado 
dos, con multa pecuniaria proporcional del 50 por cien-
to del beneficio indebidamente obtenido.

3.º  Las establecidas en el ordinal 3.º del apartado 
dos, con multa pecuniaria proporcional del 100 por 
ciento de las cuotas indebidamente repercutidas, con un 
mínimo de 300 euros por cada factura o documento 
sustitutivo en que se produzca la infracción.

4.º  Las establecidas en el ordinal 4.º del apartado 
dos, con multa pecuniaria proporcional del 10 por cien-
to de la cuota correspondiente a las operaciones no con-
signadas en la autoliquidación.

5.º  Las establecidas en el ordinal 5.º del apartado 
dos, con multa pecuniaria proporcional del 10 por 
ciento de las cuotas devengadas correspondientes a las 
operaciones no consignadas o consignadas incorrecta-
mente o de forma incompleta en las declaraciones-
liquidaciones.»

Ocho.  Se modifica la disposición adicional sexta, 
que queda redactada de la siguiente forma:

«En los procedimientos administrativos y judiciales 
de ejecución forzosa, los adjudicatarios que tengan la 
condición de empresario o profesional a efectos de este 
Impuesto están facultados, en nombre y por cuenta del 
sujeto pasivo y con respecto a las entregas de bienes y 
prestaciones de servicios sujetas al mismo que se pro-
duzcan en aquéllos, para expedir factura en la que se 
documente la operación y se repercuta la cuota del 
Impuesto, presentar la declaración-liquidación corres-
pondiente e ingresar el importe del Impuesto resultante.

Reglamentariamente se determinarán las condicio-
nes y requisitos para el ejercicio de estas facultades.

Lo dispuesto en la presente disposición no se aplica-
rá a las entregas de bienes inmuebles en las que el suje-
to pasivo de las mismas sea su destinatario de acuerdo 
con lo dispuesto en la letra e) del artículo 84.Uno.2.º.»

Artículo 6.  Modificación de la Ley 20/1991, de 7 de 
junio, de modificación de los aspectos fiscales del 
Régimen Económico Fiscal de Canarias.

Se introducen las siguientes modificaciones en la 
Ley 20/1991, de 7 de junio de modificación de los 
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aspectos fiscales del Régimen Económico Fiscal de 
Canarias:

Uno.  Se añade la letra g) al apartado 2.º del núme-
ro 1 del artículo 19, con la siguiente redacción: 

«g)  Cuando se trate de las siguientes entregas de 
bienes inmuebles:

—  Las entregas efectuadas como consecuencia de 
un proceso concursal.

—  Las entregas exentas a que se refieren los aparta-
dos 20º y 22º del número 1 del artículo 10, en las que el 
sujeto pasivo hubiera renunciado a la exención.

—  Las entregas efectuadas en ejecución de la 
garantía constituida sobre los bienes inmuebles, enten-
diéndose, asimismo, que se ejecuta la garantía cuando 
se transmite el inmueble a cambio de la extinción total 
o parcial de la deuda garantizada o de la obligación de 
extinguir la referida deuda por el adquirente.»

Dos.  Se modifica el apartado 5 del número Dos 
del artículo 20, que queda redactado de la siguiente 
forma: 

«5.  Cuando la rectificación de las cuotas implique 
un aumento de las inicialmente repercutidas y no haya 
mediado requerimiento previo, el sujeto pasivo deberá 
presentar una declaración-liquidación rectificativa apli-
cándose a la misma el recargo y los intereses de demora 
que procedan de conformidad con lo establecido en los 
artículos 26 y 27 de la Ley General Tributaria.

No obstante lo dispuesto en el párrafo anterior, 
cuando la rectificación se funde en las causas de modi-
ficación de la base imponible establecidas en los núme-
ros 4 al 8 del artículo 22 de esta Ley o se deba a un 
error fundado de derecho, el sujeto pasivo podrá incluir 
la diferencia correspondiente en la declaración-liquida-
ción del período en que se deba efectuar la rectifica-
ción.

Cuando la rectificación determine una minoración 
de las cuotas inicialmente repercutidas, el sujeto pasivo 
podrá optar por cualquiera de las dos alternativas 
siguientes:

a)  Iniciar ante la Administración tributaria el 
correspondiente procedimiento de devolución de ingre-
sos indebidos.

b)  Regularizar la situación tributaria en la declara-
ción-liquidación correspondiente al período en que 
deba efectuarse la rectificación o en las posteriores 
hasta el plazo de un año a contar desde el momento en 
que debió efectuarse la mencionada rectificación. En 
este caso, el sujeto pasivo estará obligado a reintegrar 
al destinatario de la operación el importe de las cuotas 
repercutidas en exceso.

En los supuestos en que la operación gravada quede 
sin efecto como consecuencia del ejercicio de una 
acción de reintegración concursal u otras de impugna-
ción ejercitadas en el seno del concurso, el sujeto pasi-
vo deberá proceder a la rectificación de las cuotas ini-
cialmente repercutidas en la declaración-liquidación 
correspondiente al periodo en que fueron declaradas las 
cuotas devengadas.»

Tres.  Se modifica el párrafo segundo del número 6 
del artículo 22, que queda redactado de la siguiente 
forma:

«Sólo cuando se acuerde la conclusión del concur-
so por las causas expresadas en el artículo 176.1, 
apartados 1.º, 4.º y 5.º, de la Ley Concursal, el acree-
dor que hubiese modificado la base imponible deberá 
modificarla nuevamente al alza mediante la emisión, 
en el plazo que se fije reglamentariamente, de una fac-
tura rectificativa en la que se repercuta la cuota proce-
dente.»

Cuatro.  Se modifican los números 3 y 5 del ar-
tículo 33, que quedan redactados de la siguiente forma:

«3.  El derecho a la deducción sólo podrá ejerci-
tarse en la declaración-liquidación relativa al período 
de liquidación en que su titular haya soportado las cuo-
tas deducibles o en las de los sucesivos, siempre que 
no hubiera transcurrido el plazo de cuatro años, conta-
dos a partir del nacimiento del mencionado derecho. 
El porcentaje de deducción de las cuotas deducibles 
soportadas será el definitivo del año en que se haya 
producido el nacimiento del derecho a deducir de las 
citadas cuotas.

Sin embargo, en caso de declaración de concurso, el 
derecho a la deducción por hechos imponibles anterio-
res a la misma deberá ejercerse en la declaración-liqui-
dación correspondiente al periodo en el que se hubieran 
soportado las cuotas deducibles.

Cuando no se hubieran incluido las cuotas soporta-
das deducibles en dicha declaración-liquidación, el 
concursado o, en los casos previstos por el artículo 86.3 
de la Ley Concursal, la administración concursal, debe-
rán cumplir esta obligación mediante la rectificación de 
la declaración-liquidación relativa a dicho período de 
liquidación.

Cuando hubiese mediado requerimiento de la Admi-
nistración o actuación inspectora, serán deducibles, en 
las liquidaciones que procedan, las cuotas soportadas 
que estuviesen debidamente contabilizadas en los libros 
registros establecidos reglamentariamente para este 
Impuesto, mientras que las cuotas no contabilizadas 
serán deducibles en la declaración-liquidación del 
período correspondiente a su contabilización o en las 
de los siguientes. En todo caso, unas y otras cuotas sólo 
podrán deducirse cuando no haya transcurrido el plazo 
a que se refiere el primer párrafo.
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«5.  Cuando la cuantía de las deducciones proce-
dentes supere el importe de las cuotas devengadas en el 
mismo período de liquidación, el exceso podrá ser 
compensado en las declaraciones-liquidaciones poste-
riores, siempre que no hubiesen transcurrido cuatro 
años contados a partir de la presentación de la declara-
ción-liquidación en que se origine dicho exceso.

No obstante, el sujeto pasivo podrá optar por la 
devolución del saldo existente a su favor cuando resulte 
procedente en virtud de lo dispuesto en el Capítulo II 
de este Título, sin que en tal caso pueda efectuar su 
compensación en declaraciones-liquidaciones posterio-
res, cualquiera que sea el período de tiempo transcurri-
do hasta que dicha devolución se haga efectiva.

En la declaración-liquidación, prevista reglamenta-
riamente, referida a los hechos imponibles anteriores a 
la declaración de concurso se deberá aplicar la totalidad 
de los saldos acumulados a compensar de periodos de 
liquidación anteriores a dicha declaración.»

Cinco.  Se modifica el artículo 44, que queda 
redactado de la siguiente forma:

«Artículo 44.  Rectificación de deducciones.

Uno.  Los sujetos pasivos, cuando no haya media-
do requerimiento previo, podrán rectificar las deduc-
ciones practicadas cuando el importe de las mismas se 
hubiese determinado incorrectamente o el importe de 
las cuotas soportadas haya sido objeto de rectificación 
de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 20.Dos de 
esta Ley.

La rectificación de las deducciones será obligatoria 
cuando implique una minoración del importe inicial-
mente deducido.

Dos.  La rectificación de deducciones originada 
por la previa rectificación del importe de las cuotas ini-
cialmente soportadas se efectuará de la siguiente forma:

1.º  Cuando la rectificación determine un incre-
mento del importe de las cuotas inicialmente deduci-
das, podrá efectuarse en la declaración-liquidación 
correspondiente al período impositivo en que el sujeto 
pasivo reciba el documento justificativo del derecho a 
deducir en el que se rectifiquen las cuotas inicialmente 
repercutidas, o bien en las declaraciones-liquidaciones 
siguientes, siempre que no hubiesen transcurrido cuatro 
años desde el devengo de la operación o, en su caso, 
desde la fecha en que se hayan producido las circuns-
tancias que determinan la modificación de la base 
imponible de la operación.

Sin perjuicio de lo anterior, en los supuestos en que 
la rectificación de las cuotas inicialmente soportadas 
hubiese estado motivado por causa distinta de las pre-
vistas en el artículo 20.Dos de esta Ley, no podrá efec-
tuarse la rectificación de la deducción de las mismas 
después de transcurrido un año desde la fecha de expe-

dición del documento justificativo del derecho a dedu-
cir por el que se rectifican dichas cuotas.

2.º  Cuando la rectificación determine una minora-
ción del importe de las cuotas inicialmente deducidas, 
el sujeto pasivo deberá presentar una declaración-liqui-
dación rectificativa aplicándose a la misma el recargo y 
los intereses de demora que procedan de conformidad 
con lo previsto en los artículos 26 y 27 de la Ley Gene-
ral Tributaria.

Tratándose del supuesto previsto en el artículo 22 
número 6 de esta Ley, la rectificación deberá efectuarse 
en la declaración-liquidación correspondiente al perio-
do en que se ejerció el derecho a la deducción de las 
cuotas soportadas, sin que proceda la aplicación de 
recargos ni de intereses de demora.

En los supuestos en que la operación gravada quede 
sin efecto como consecuencia del ejercicio de una 
acción de reintegración concursal u otras de impugna-
ción ejercitadas en el seno del concurso, si el compra-
dor o adquirente inicial se encuentra también en situa-
ción de concurso, deberá proceder a la rectificación de 
las cuotas inicialmente deducidas en la declaración-
liquidación correspondiente al periodo en que se ejer-
ció el derecho a la deducción de las cuotas soportadas, 
sin que proceda la aplicación de recargos ni de intere-
ses de demora.

No obstante, cuando la rectificación tenga su origen 
en un error fundado de derecho o en las causas de los 
números 4, 5, y 7 del artículo 22 de esta Ley deberá 
efectuarse en la declaración-liquidación correspon-
diente al período impositivo en que el sujeto pasivo 
reciba el documento justificativo del derecho a deducir 
en el que se rectifiquen las cuotas inicialmente sopor-
tadas.»

Artículo 7.  Limitaciones a los pagos en efectivo.  

Uno.  Ámbito de aplicación.

1.  No podrán pagarse en efectivo las operaciones, 
en las que alguna de las partes intervinientes actúe en 
calidad de empresario o profesional,  con un importe 
igual o superior a 2.500 euros o su contravalor en 
moneda extranjera. 

No obstante, el citado importe será de 15.000 euros 
o su contravalor en moneda extranjera cuando el paga-
dor sea una persona física que justifique que no tiene su 
domicilio fiscal en España y no actúe en calidad de 
empresario o profesional.

2.  A efectos del cálculo de las cuantías señaladas 
en el apartado anterior, se sumarán los importes de 
todas las operaciones o  pagos en que se haya podido 
fraccionar la entrega de bienes o la prestación de servi-
cios. 

3.  Se entenderá por efectivo los medios de pago 
definidos en el artículo 34.2 de la Ley 10/2010, de 28 
de abril, de prevención del blanqueo de capitales y de la 
financiación del terrorismo.
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4.  A efectos de lo dispuesto en esta Ley, y respecto 
de las operaciones que no puedan pagarse en efectivo, 
los intervinientes en las operaciones deberán conservar 
los justificantes del pago, durante el plazo de cinco 
años desde la fecha del mismo, para acreditar que se 
efectuó a través de alguno de los medios de pago distin-
tos al efectivo. Asimismo, están obligados a aportar 
estos justificantes a requerimiento de la Agencia Estatal 
de Administración Tributaria. 

5.  Esta limitación no resultará aplicable a los 
pagos e ingresos realizados en entidades de crédito.

Dos.  Infracciones y sanciones.

1.  Constituye infracción administrativa el incum-
plimiento de las limitaciones a los pagos en efectivo 
establecidos en el apartado uno anterior.

2.  Serán sujetos infractores tanto las personas o 
entidades que paguen como las que reciban total o par-
cialmente cantidades en efectivo incumpliendo la limi-
tación establecida en el apartado uno anterior. Tanto el 
pagador como el receptor responderán de forma solida-
ria de la infracción que se cometa y de la sanción que se 
imponga. La Agencia Estatal de Administración Tribu-
taria podrá dirigirse indistintamente contra cualquiera 
de ellos o contra ambos.

3.  La infracción prevista en este artículo será 
grave.

4.  La base de la sanción será la cuantía pagada en 
efectivo en las operaciones de importe igual o superior 
a 2.500 euros o 15.000 euros, o su contravalor en mone-
da extranjera, según se trate de cada uno de los supues-
tos a que se refiere el número 1 del apartado uno, res-
pectivamente

5.  La sanción consistirá en multa pecuniaria pro-
porcional del 25 por ciento de la base de la sanción pre-
vista en el número anterior.

6.  La acción tipificada en el número 1 de este 
apartado no dará lugar a responsabilidad por infracción 
respecto de  la parte que intervenga en la operación 
cuando  denuncie ante la Agencia Estatal de Adminis-
tración Tributaria, dentro de los tres meses siguientes a 
la fecha del pago efectuado en incumplimiento de la 
limitación, la operación realizada, su importe y la iden-
tidad de la otra parte interviniente. La denuncia que 
pudiera presentar con posterioridad la otra parte inter-
viniente se entenderá por no formulada.

La presentación simultánea de denuncia por ambos 
intervinientes no exonerará de responsabilidad a ningu-
no de ellos. 

7.  La sanción derivada de la comisión de la infrac-
ción prevista en este apartado será compatible con las 
sanciones que, en su caso, resultaran procedentes por la 
comisión de infracciones tributarias o por incumpli-
miento de la obligación de declaración de medios de 
pago establecida en la Ley 10/2010, de 28 de abril, de 

prevención del blanqueo de capitales y de la financia-
ción del terrorismo.

8.  La infracción prevista en este apartado prescri-
birá a los cinco años, que comenzarán a contarse desde 
el día en que la infracción se hubiera cometido.

9.  La sanción derivada de la comisión de la infrac-
ción prevista en este apartado prescribirá a los cinco 
años, que comenzarán a contarse desde el día siguiente 
a aquel en que adquiera firmeza la resolución por la que 
se impone la sanción.

Tres.  Procedimiento sancionador.

1.  El procedimiento sancionador se regirá por lo 
dispuesto en el Título IX de la Ley 30/1992, de 26 de 
noviembre, de Régimen Jurídico de las Administracio-
nes Públicas y del Procedimiento Administrativo 
Común, y en el Reglamento del procedimiento para el 
ejercicio de la potestad sancionadora, aprobado por el 
Real Decreto 1398/1993, de 4 de agosto.

2.  La competencia para la tramitación y resolu-
ción del referido procedimiento sancionador corres-
ponderá en todo el territorio español a la Agencia Esta-
tal de Administración Tributaria, atribuyéndose al 
órgano que se determine en desarrollo de sus faculta-
des de organización, mediante disposición que deberá 
ser objeto de publicación en el «Boletín Oficial del 
Estado».

3.  Para la tramitación de los procedimientos san-
cionadores, el órgano competente podrá requerir a los 
sujetos obligados los datos, antecedentes y documentos 
relacionados con el cumplimiento de las limitaciones 
establecidas en el apartado uno de este artículo. Asi-
mismo, dichos requerimientos podrán efectuarse con 
carácter previo al inicio, en su caso, del procedimiento 
sancionador.

4.  Los datos, pruebas o circunstancias que obren o 
hayan sido obtenidos en alguna actuación o procedi-
miento de aplicación de los tributos y vayan a ser teni-
dos en cuenta en el procedimiento sancionador deberán 
incorporarse formalmente al mismo antes de la pro-
puesta de resolución. 

Cuatro.  Recaudación de las sanciones.

La gestión recaudatoria de las sanciones impuestas 
de acuerdo con lo establecido en este artículo corres-
ponderá a la Agencia Estatal de Administración Tribu-
taria, tanto en periodo voluntario como ejecutivo. 

Cinco.  Obligaciones de información.

Cualquier autoridad o funcionario que en el ejerci-
cio de sus competencias tenga conocimiento de algún 
incumplimiento de la limitación establecida en el apar-
tado uno, lo deberá poner inmediatamente en conoci-
miento de los órganos de la Agencia Estatal de Admi-
nistración Tributaria.
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Disposición adicional única.  Régimen sancionador 
en supuestos de ganancias patrimoniales no justifi-
cadas y  de presunción de obtención de rentas.

La aplicación de lo dispuesto en el artículo 39.2 de 
la Ley 35/2006, de 28 de noviembre, del Impuesto 
sobre la Renta de las Personas Físicas y de modifica-
ción parcial de las leyes de los Impuestos sobre Socie-
dades, sobre la Renta de no Residentes y sobre el Patri-
monio, y en el artículo 134.6 del texto refundido de la 
Ley del Impuesto sobre Sociedades, aprobado por el 
Real Decreto Legislativo 4/2004, de 5 de marzo, deter-
minará la comisión de infracción tributaria, que tendrá 
la consideración de muy grave, y se sancionará con una 
multa pecuniaria proporcional del 150 por ciento del 
importe de la base de la sanción. 

La base de la sanción será la cuantía de la cuota 
íntegra resultante de la aplicación de los artículos cita-
dos en el párrafo anterior. 

En estos supuestos resultará de aplicación lo dis-
puesto en el artículo 188 de la Ley 58/2003, de 17 de 
diciembre, General Tributaria.

Disposición final primera.  Modificación de la Ley 
20/1990, de 19 de diciembre, sobre Régimen Fiscal 
de las Cooperativas.

Se modifica el artículo 38 de la Ley 20/1990, de 19 
de diciembre, sobre Régimen Fiscal de las Cooperati-
vas, que queda redactado de la siguiente forma:

«La Administración tributaria comprobará que con-
curren las circunstancias o requisitos necesarios para 
disfrutar de los beneficios tributarios establecidos en 
esta Ley y practicará, en su caso, la regularización que 
resulte procedente de la situación tributaria de la coo-
perativa.

El resultado de dichas actuaciones se comunicará a 
las Corporaciones Locales y Comunidades Autónomas 
interesadas en cuanto pueda tener trascendencia res-
pecto de los tributos cuya gestión les corresponda.»

Disposición final segunda.  Título competencial.

Esta Ley se dicta al amparo de las competencias del 
Estado establecidas en el artículo 149.1. 11.ª, 13.ª y 14.ª 
de la Constitución.

Disposición final tercera.  Desarrollo reglamentario.

El Gobierno podrá dictar las normas reglamentarias 
necesarias para el desarrollo de lo dispuesto en esta Ley.

Disposición final cuarta.  Entrada en vigor.

Esta Ley entrará en vigor el día siguiente al de su 
publicación en el «Boletín Oficial del Estado». 

No obstante lo anterior, el artículo 7 entrará en vigor 
a los veinte días de dicha publicación y resultará de 
aplicación a todos los pagos efectuados desde esa 
fecha, aunque se refieran a operaciones concertadas 
con anterioridad al establecimiento de la limitación.
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